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El tema que hoy nos ocupa puede ser enmarcado en el pensamiento kantiano según el cual la libertad es el fundamento de toda actividad humana y es a partir de ella que se conquistan nuevas metas para la humanidad. En última instancia no es la sociedad la que debe hacer a los hombres sino estos los que deben construirla en la medida en que es expresión de su inalienable libertad.

Sin embargo el tema de los derechos humanos ha dejado de ser una cuestión exclusivamente filosófica o doctrinaria para transformarse en una materia de interés político y jurídico de la comunidad internacional en su conjunto. De ser un asunto perteneciente a la jurisdicción interna  o doméstica del Estado pasó a ser alcanzado por el Derecho Internacional. En este sentido Pedro Nikken ha afirmado la supremacía de los derechos humanos a la soberanía estatal y que no pude considerarse que se violenta el principio de no intervención cuando se ponen en movimiento los mecanismos organizados por la comunidad internacional para su promoción y protección (carácter transnacional).

Señala el juez Manuel Ventura que los derechos además de universales, indivisibles e interdependientes poseen las características de irreversibilidad y progresividad. La primera implica que cuando un derecho ha sido reconocido formalmente, se lo respeta y garantiza por lo que acto seguido no puede ser desconocido por una decisión gubernamental ya que lo que está en juego es la dignidad humana. En cuanto a la progresividad permite que se amplíe el elenco de derechos protegidos como ha ocurrido con las distintas generaciones de derechos y medio de protección que se han desarrollado en el tiempo.

El derecho a la libertad de expresión y el derecho a la información han sido recogidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Asimismo se han plasmado en distintos instrumentos jurídicos regionales de derechos humanos y en los ordenamientos internos de los Estados.
Los principios del artículo 13 de la Convención Americana representan el marco legal al que nos encontramos sujetos los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos y la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de derechos Humanos constituye un documentos fundamental para su interpretación, ya que incorpora al sistema interamericano los estándares internacional para una defensa más efectiva del ejercicio de este derecho. Es a través de la acción de dos de los órganos de este sistema, la Comisión y la Corte Interamericana de derechos Humanos que se evalúan las conductas en virtud de las normas vigentes en el ámbito interamericano, lo que logró disminuir los peligros de intervenciones por razones políticas y fortalecer el estado de derecho en el hemisferio. La labor interpretativa del alcance de la libertad de expresión llevada a cabo por la Corte y la Comisión en los distintos casos que les fueron sometidos permitió dejar en claro las características fundamentales que dicho derecho reviste.

Como bien se ha consignado en distintos instrumentos ningún derecho puede ser interpretado o aplicado excluyendo “otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o se derivan de la forma republicana de gobierno” (art. 29c de la Convención Americana). Por eso “los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los demás” (art. XXVIII de la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre). Ello es obviamente  aplicable a la libertad de pensamiento y de información que tiene necesariamente que coordinarse con los otros derechos y libertades. Esta coordinación no puede significar un cercenamiento o privación de esta libertad en especial por medio de la censura. En efecto, el medio o forma empleado para difundir el pensamiento no admite condicionamientos, es posible utilizar cualquiera de ellos. Del art. 13 de la Convención de desprende el análisis  de la censura previa y su incompatibilidad –con la sola excepción de la protección moral de la  infancia y la adolescencia- con la libertad de expresión desarrollada a través de casos paradigmáticos como el de la Última Tentación de Cristo  contra Chile y Olmedo Bustos y otros contra Chile que llevó incluso a una reforma constitucional y legislativa. El ejercicio de la libertad de pensamiento y de expresión no admite censura previa sino responsabilidades ulteriores establecidas por la ley cuando son necesarios para asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, al orden o moral públicos.

A través de la interpretación del artículo 13 del Pacto de San José se precisaron las características del alcance de la libertad de expresión y comunicación, su aspecto dual en cuanto derecho de cada persona a difundir sus ideas pero también colectivo a recibir información y expresión de pensamiento ajeno. Estas dos dimensiones, individual y colectiva deben ser garantizadas de manera simultánea. El aspecto colectivo y social de este derecho debe ser tenido en cuenta pero ello no le da una naturaleza  diferente o una jerarquía superior frente a los otros derechos  ya que no hay normas internas o internacionales que jerarquicen los derechos de la persona humana. A lo más, como lo señala el Dr. Gros Espiell hay una privación conceptual del derecho a la vida pues todos los demás derechos presuponen su existencia.
El derecho a la libertad de pensamiento y de expresión contempla la protección del derecho de acceso a la información como bien lo señaló la Corte en el caso Marcel Claude Reyes  y otros Vs. Chile. Fue allí donde por primera vez un tribunal resaltó que el acceso a la información constituye un derecho humano, derecho que contiene las dos dimensiones individual y social del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben ser garantizadas por el Estado de manera simultánea.

El derecho a la libre emisión del pensamiento y de información supone al igual que lo que ocurre con otros derechos civiles la obligación del Estado (sujeto pasivo) de no lesionarlo mediante acción u omisión, es un deber negativo de no hacer, sin perjuicio del deber genérico de establecer y garantizar su existencia y ejercicio. Es un derecho de naturaleza compleja que incide de forma gravitante en la existencia de la democracia a tal punto que la relación entre ambos se vuelve indisoluble. La libertad de pensamiento y de expresión es uno de los valores de la democracia.
La Corte Europea de Derechos Humanos puso de relieve la trascendencia que debía prestarse a los principios de una sociedad democrática destacando a la libertad de expresión como uno de los fundamentos esenciales de tal sociedad, una de las condiciones primordiales para su progreso y el desarrollo de los hombres.

La libertad de expresión posibilita la participación ciudadana en el proceso político ya que permite una amplia comprensión de los asuntos de interés público. En este sentido tanto la jurisprudencia europea como la de la Corte Interamericana de Derechos Humanos es conteste en sostener que ello se aplica tanto a la información o a las ideas favorables, inofensivas como a las que ofenden o perturban. Es a través del debate libre que la disidencia  se manifiesta. Un papel relevante en este contexto es el que tienen los medios de comunicación pues informan a la opinión pública y posibilitan  la toma de decisiones con conocimiento. Ellos son vehículos para el ejercicio de la dimensión social de la libertad de expresión en una sociedad democrática  como bien lo consignó la Corte en su Jurisprudencia. Al Estado le corresponde minimizar las restricciones a la circulación de la información y también equilibrar la participación de las distintas informaciones  en el debate público impulsando el pluralismo informático tal como se señala en el caso Kimel.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en su opinión Consultiva 5/85 sobre la Colegiación Obligatoria de los periodistas señaló la relación conceptual entre democracia y libertad de expresión en los siguientes términos “La libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de una sociedad democrática. Es indispensable para la formación de la opinión pública. Es también una condición sine qua non para que los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la colectividad puedan desarrollarse plenamente. Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar que una sociedad que no está bien informada no es plenamente libre”
Es a través de la libertad de expresión que se ponen contrapesos al ejercicio del poder, se fortalece la transparencia y la gobernabilidad y se promueve la participación ciudadana.

Sin una efectiva libertad de expresión, la democracia se desvanece  y se quebranta el pluralismo y la tolerancia, tornándose los mecanismos de control y denuncia ciudadana inoperantes, como bien lo señala la Corte en el caso Herrera Ulloa.

Por otra parte, en el marco de las campañas electorales la libertad de pensamiento y de expresión como la Corte lo expresó se transforma en un instrumento clave para la formación de la opinión pública de los electores, fortalece el debate político y hace posible el análisis de las plataformas políticas que servirán de base para el futuro control de la gestión de los gobernantes.

Durante las pasadas décadas, nuestro hemisferio ha experimentado una profunda transformación política y la democracia prevalece hoy en los países de la región. La libertad de expresión y su contracara del derecho a la información, son esenciales a toda sociedad democrática como lo reconoce en su artículo 4to. la Carta Democrática Interamericana.

Al considerar a la libertad de expresión como uno de los valores fundamentales de la democracia, es importante reconocer también el papel que tiene en la protección y promoción de los derechos humanos y en este aspecto el rol que desempeña el sistema internacional  que los propios Estados hemos creado, al guiar a las legislaciones internas en procesos democráticos en permanente perfeccionamiento. Es decir, se trata de desarrollos jurídicos mutuamente influyentes y en ello es fundamental el papel que han cumplido la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al canalizar estos temas hacia los ordenamientos jurídicos internos.
Cabe destacar que los Jefes de Estado y de Gobierno que, en las declaraciones y planes de acción de las Cumbres de las Américas,  han reiterado la importancia de la libertad de expresión para el desarrollo y protección de los derechos humanos y el ejercicio pleno de la democracia.

Por su parte, la creación de la Relatoría para la Libertad de Expresión en la CIDH es una manifestación clara del compromiso del sistema interamericano de derechos humanos y la importancia que otorga a la protección de la libertad de expresión en las Américas. 


Recordemos además como, luego de un amplio debate con diversas organizaciones de la sociedad civil y en respaldo a la Relatoría para la Libertad de Expresión, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aprobó la citada Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión durante su 108° período ordinario de sesiones en octubre del año 2000, a cuya importancia ya nos referimos.  

Dicha Declaración, no sólo constituye un documento fundamental para la interpretación del artículo 13 de la Convención Americana sino que incorpora al sistema interamericano los estándares internacionales para una defensa más efectiva del ejercicio de este derecho. 

En este contexto, en su resolución  AG/RES. 2434 (XXXVIII-O/08) titulada “Derecho a la Libertad de Pensamiento y Expresión y la Importancia de los Medios de Comunicación” la Asamblea General solicitó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, celebre la  sesión especial que nos ocupa la presente jornada.

Muchas gracias.
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